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Informe Trimestral del Secretario General sobre la Situación en Haití

24 de octubre de 2005

Introducción:

El presente es el primer informe del Secretario General, destinado al Consejo Permanente, conforme a lo previsto en el párrafo 20 de la resolución AG/RES 2147, del 7 de junio de 2005.  En él se describe la situación imperante en Haití y se analiza la labor realizada en ese país por la Misión Especial de la OEA para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití (Misión Especial).  Incluye información sobre el Programa de Asistencia Técnica Electoral de la OEA en Haití (PATEH).  Abarca el período comprendido entre mediados de mayo y mediados de octubre de 2005.  

A lo largo de ese período la Misión Especial siguió reforzando instituciones clave con competencia en materia de gobernanza, seguridad, justicia y derechos humanos.  El Programa de Asistencia Técnica Electoral en Haití proporcionó asesoramiento técnico en materia de inscripción cívica para el proceso electoral.  Un asesor técnico especial de la OEA trabajó con el Director General de la Policía Nacional de Haití, y un Equipo de Selección asesoró a miembros de la UNPOL de la MINUSTAH en relación con un programa de selección para oficiales y nuevos reclutas de la PNH, a la vez que se preparaba la transferencia de cometidos en esta esfera a la MINUSTAH según lo dispuesto por la resolución 1608 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.  En la esfera de la justicia, otro asesor técnico de la OEA trabajó con el Ministerio de Justicia en el fortalecimiento del sistema judicial.  Un asesor técnico de la OEA también trabajó con organizaciones de derechos humanos haitianas, proporcionando asesoramiento y facilitando actividades de extensión.  In Cap Haïtien, la oficina de la Misión Especial continuó el seguimiento global en materia de seguridad, derechos humanos y situación judicial, y proporcionó asesoramiento a organizaciones de derechos humanos y periodistas locales sobre temas relacionados con la promoción de la democracia.  Once expertos haitianos, contratados y financiados por la OEA, siguen trabajando en la Oficina del Primer Ministro, la Secretaría de Juventud, Deportes y Educación Cívica, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y la oficina de coordinación del Marco de Cooperación Provisional.  

Visitas a Haití del Secretario General y del Secretario General Adjunto:

El Secretario General José Miguel Insulza visitó Haití entre el 5 y el 7 de junio y se reunió con el Presidente Provisional Boniface Alexandre, el Primer Ministro Gerard Latortue, el Ministro de Relaciones Exteriores Hérard Abraham, el Ministro de Justicia Henri Dorleans, el Ministro de Hacienda Henri Bazin, el Secretario de Estado de Seguridad Pública David Bazile y el Consejo Electoral Provisional.  También se reunió con los embajadores del Grupo Básico que han venido realizando un seguimiento estrecho del proceso de transición, el Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas, representantes de la sociedad civil haitiana, los partidos políticos y el personal de la Misión Especial de la OEA.  Además visitó a los principales oficiales al mando de las tropas de la MINUSTAH.  El Secretario General fue acompañado por el entonces Secretario General Adjunto electo, Albert Ramdin.

El objeto de la visita del Secretario General consistió en reunir información sobre el proceso electoral, analizar problemas técnicos y proponer soluciones conjuntas con el CEP, y dar seguridades al Gobierno Provisional sobre la identificación de la OEA con el proceso y el mandato de la Misión Especial para Fortalecimiento de la Democracia en Haití.  A lo largo de toda la visita se plantearon preocupaciones técnicas y de seguridad referentes al proceso electoral, incluida la posibilidad de inscribirse como votantes de los residentes de zonas  de la capital con alto riesgo de seguridad, como Cité Soleil y Bel Air.  El Secretario General dialogó con la MINUSTAH sobre la elaboración de un plan de seguridad para esas zonas y una estrategia de comunicaciones para promover la inscripción cívica.  Además dialogó con los equipos técnicos de la OEA y de la MINUSTAH, para analizar cuestiones técnicas sobre la manera de garantizar la posibilidad de inscripción a los habitantes de zonas rurales remotas.  

El Secretario General analizó con el Gobierno y con representantes del CEP la manera de administrar el registro nacional de identidad.  Los documentos nacionales de identificación producidos con la asistencia de la OEA se mantendrán en una base de datos que será administrada por una oficina nacional de registro civil.  La Secretaría General está considerando la posibilidad de obtener asistencia técnica para la transformación del padrón electoral en un registro civil.  

El Secretario General se reunió con 30 entidades de la sociedad civil, incluidos el Grupo de los 184, la Cámara Haitiana de Comercio e Industria, una organización estudiantil y el Centro para la Libre Empresa y la Democracia. Esas organizaciones expresaron cierta preocupación sobre la posibilidad de fraude en las elecciones y solicitaron al Secretario General y al Secretario General Adjunto que facilitaran la normalización de relaciones con la CARICOM.  Hicieron hincapié ante el Secretario General en la importancia del papel de los observadores haitianos independientes para garantizar la legitimidad de las elecciones; el Secretario General convino en procurar un posible respaldo de la OEA para la formación de redes de observadores nacionales.

Al partir de Haití, el Secretario General ofreció una conferencia de prensa en el aeropuerto internacional, manifestando cauto optimismo con respecto al proceso electoral.

El Secretario General Adjunto, Embajador Albert Ramdin, realizó una visita de seguimiento a Haití los días 25 y 26 de septiembre, reuniéndose también con el CEP, el Grupo Básico de embajadores que realizan un estrecho seguimiento de la transición y miembros de la Misión Especial de la OEA.  Reunió información sobre la situación de las personas privadas de la libertad por tiempo prolongado a la espera del juicio e instó a las autoridades a continuar su labor tendiente a dar solución a ese problema.  El Embajador Ramdin informó al Gobierno que estas garantías de derechos humanos, así como un compromiso claro y probado de realizar elecciones creíbles, contribuirán a la transición, reforzando la gobernabilidad democrática.  Al partir, el Embajador ofreció una conferencia de prensa en el aeropuerto internacional, expresando, en términos generales, su satisfacción con el proceso de inscripción cívica y subrayando la determinación de la Organización de respaldar los esfuerzos que realiza el CEP para hacer efectiva la inscripción cívica de quienes viven en zonas rurales más remotas o en zonas sensibles desde el punto de vista de la seguridad antes del cierre del período de inscripción.  

Elecciones y respaldo electoral de la OEA:

Hacia el final del período al que se refiere el presente informe, el Gobierno Provisional reiteró su intención de celebrar elecciones con antelación suficiente como para que la investidura de un nuevo Parlamento y la toma de posesión de su cargo por parte de un nuevo Presidente tengan lugar dentro de los plazos constitucionales.  No obstante, diversos sectores de la sociedad haitiana, así como la comunidad internacional, han expresado grave preocupación sobre la posibilidad de que el Consejo Electoral Provisional (CEP) no logre garantizar la celebración de elecciones dentro del plazo.  Dado el lento ritmo de los preparativos electorales y la falta de un calendario electoral oficial y definitivo, el Gobierno instó a crear una nueva estructura de supervisión de los preparativos para las elecciones.  El establecimiento del comité de respaldo de elecciones, con representantes del Conseil de Sages (Consejo de Notables), el Gobierno y dos miembros del CEP, pareció desviar aún más la atención de la tarea que realmente debe cumplirse:  la organización de las elecciones.  La Misión Especial de la OEA se reunió varias veces con el nuevo Comité para conocer sus planes y reiterar el apoyo de la OEA al proceso de elecciones que se está desarrollando.  

Un nuevo Director General del CEP asumió su cargo a mediados de octubre y dialogó sobre la creación del Comité de Garanties Électorales (Comité de Garantías Electorales), previsto en el Acuerdo Inicial de 2002.  Además el CEP modificó el Decreto Electoral de 2005, eliminando estipulaciones tales como la intervención de la Corte Suprema en las apelaciones, que podría retrasar aún más las elecciones.  El Gobierno también anunció la primera cuota de 55 millones de gourdes (alrededor de US$7 millones) que forma parte del financiamiento para la campaña pública prometido a los partidos políticos que presenten la lista preceptiva de 40.000 firmas de adherentes.  Todas esas tareas figuraron en la lista de diez puntos esenciales para mantener en curso el proceso electoral presentada en la reunión celebrada en Nueva York en septiembre por el Grupo Básico (véase infra).

En el período de que se trata hubo signos lentos pero definitivos de avance del proceso electoral, que fueron resultado directo de la labor del CEP.  El Consejo, bajo fuertes presiones del Gobierno y de donantes internacionales, logró finalmente formalizar la estructura de autoridad de sus oficinas centrales, con la elección de un Presidente y un Vicepresidente, y estableció un sistema descentralizado creando oficinas electorales departamentales y comunales (BED y BEC, en sus siglas respectivas en francés).  El Consejo publicó una serie de listas de candidatos y partidos políticos para las venideras elecciones: una lista de 45 partidos políticos; una lista de 32 candidatos a la Presidencia, una lista de 124 candidatos al Senado y una lista de 749 candidatos a ocupar bancas en la Cámara de Diputados.  

No obstante, al mismo tiempo el ritmo del proceso electoral pareció verse afectado nuevamente por la presentación a la oficina de recursos electorales de impugnaciones electorales --15, según se afirma-- formuladas por partidos y candidatos políticos.  Se teme que la creación de un comité encargado de investigar la nacionalidad de los candidatos, cuestión en que se basan varias impugnaciones de candidatos presidenciales, podría desacelerar los preparativos para las elecciones.  Una cuestión específica planteada es la supuesta doble nacionalidad de no menos de cuatro candidatos presidenciales, que conforme a la Constitución es un impedimento para las candidaturas presidenciales y legislativas.  

Pese a las demoras y a los continuos recursos interpuestos contra los actos de preparación de las elecciones, los partidos y candidatos políticos recibieron el proceso electoral con entusiasmo, y algunos iniciaron sus campañas electorales al final de la primera semana de octubre con grandes concentraciones, reuniones públicas y divulgación de sus plataformas electorales.

A esta altura muchos consideran que la campaña de  inscripción cívica respaldada por la OEA es uno de los pocos éxitos concretos logrados hasta la fecha en cuanto a organización de las elecciones, ya que al 10 de octubre se habían registrado 3.172.110 ciudadanos, o sea más del 70% de la población en edad de votar estimada.  Tras un lento comienzo, debido a dificultades infraestructurales y de otro género, la campaña de inscripción cívica logró un notable progreso, ya que el acceso de los ciudadanos a los lugares de inscripción se amplió en forma sostenida, de las zonas urbanas a las zonas rurales remotas y a zonas en que hay riesgos de seguridad, con la apertura de más 450 oficinas y la cobertura de casi la totalidad de las 570 zonas rurales conocidas como sections communales.  

A solicitud del CEP, la Sección de Comunicaciones e Información Pública de la Misión Especial de la OEA asumió la función adicional de dar apoyo a sus programas de comunicaciones y educación cívica; especialmente los relacionados con el proceso de inscripción.  Para mejorar las comunicaciones directas con la población, la Misión Especial organizó y dirigió, el 24 de julio, un muy exitoso Día Nacional de Inscripción Cívica, con actividades en las 12 principales ciudades del país, y colaboró en la organización del Día de Inscripción Cívica Femenina, el 22 de julio.  Esos acontecimientos, que tuvieron lugar en una atmósfera festiva, como de carnaval, no sólo incrementaron considerablemente las cifras de inscripción, sino que también crearon conciencia entre los ciudadanos sobre el Documento Nacional de Identificación; constituyeron los muy primeros signos de una atmósfera electoral, y orientaron la opinión de los medios de difusión a favor de la inscripción.  

En septiembre, cuando la campaña de inscripción comenzó a penetrar en las zonas rurales muy remotas, la Misión Especial adoptó una estrategia diferente, estableciendo en todo el país una red de promoción local, que precediera o acompañara el despliegue de unidades móviles de inscripción en las zonas más remotas.  Más recientemente, tras la inauguración de una nueva oficina de inscripción en el corazón de Cité Soleil, la Misión puso en marcha una campaña local de promoción, trabajando directamente con los habitantes de las zonas respectivas, para promover en éstas un mayor número de inscripciones.  Esa labor suscitó crecientes cifras diarias de inscripciones y gran entusiasmo entre los ciudadanos.

Al mismo tiempo, la Misión Especial de la OEA proporcionó asistencia técnica y oportunidades para que los periodistas se capacitaran mejor para informar sobre las elecciones, en colaboración con una organización respaldada por la USAID.  Se organizaron cursillos de capacitación en Puerto Príncipe y en las capitales regionales, con participación de destacados periodistas extranjeros llevados a Haití para que dieran a conocer su experiencia en materia de elecciones.  Los primeros cursillos se realizaron en junio, con la visita de un periodista canadiense.  Otros se programaron para el final de octubre.  La Misión Especial de las OEA también facilitó visitas de periodistas a lugares de inscripción normalmente inaccesibles, como la zona rural remota de Belle Fontaine, en la comuna de Croix-des-Bouquets, Departamento del Oeste, a varias horas de marcha a pie desde la capital.  Con el respaldo logístico de la MINUSTAH se organizaron visitas a lugares de inscripción ubicados en zonas de alto riesgo de seguridad, como Cité Soleil.  Se concertaron diversas entrevistas con medios de difusión internacionales y locales, y la Misión Especial ofreció apoyo directo para la preparación de comunicados de prensa, conferencias y cobertura general en los medios para el Comité de Inscripción del CEP, con lo que se amplió la cobertura de los preparativos de las elecciones en los medios de difusión.  

La Misión Especial comenzó a filmar un documental en video sobre la labor electoral que realiza la OEA en Haití, para crear una memoria visual de los esfuerzos realizados sobre el terreno en este proceso electoral de 2005, específicamente en relación con el nuevo sistema de inscripción introducido por la OEA.  

Junto con organizaciones de derechos humanos y de mujeres, la Misión promovió la participación en las elecciones.  El 27 de mayo la Misión Especial ayudó al Comité de Abogados para el Respeto de las Libertades Individuales (CARLI) a organizar un debate público sobre el derecho de voto de los ciudadanos, en que expertos haitianos analizaron temas de participación cívica.  La Misión financió asimismo una reunión, organizada por la organización de mujeres Fanm Yo La, que tuvo lugar los días 10 y 11 de septiembre en La Gonâve, isla haitiana situada frente a las costas del país.  El objetivo de la reunión consistió en crear conciencia entre las mujeres de zonas rurales aisladas sobre la importancia de la participación femenina en las elecciones, y la noción de que las autoridades electas deben ser responsables frente a ellas y sus intereses.  

La campaña de inscripción cívica masiva llegó a su fin el 30 de septiembre, pero el CEP autorizó una prórroga hasta el 15 de octubre para las zonas rurales y las zonas con riesgos de seguridad de Puerto Príncipe, como Cité Soleil, La Saline, Solineau y Bel Air, ampliando así el acceso del programa a ciudadanos en situación desventajosa que habitan zonas densamente pobladas y las localidades más remotas del país.  

En conjunto, los esfuerzos combinados de la OEA, el CEP y la MINUSTAH, tendientes a acelerar la inauguración de oficinas de inscripción, la organización, por parte de la OEA, del Día Nacional de Inscripción Cívica, el 24 de julio, y el respaldo para el Día de Inscripción Cívica Femenina, el 22 de julio, así como la publicación y difusión del decreto que da carácter obligatorio y complementario al Documento Nacional de Identidad, intensificaron la respuesta de la población al programa de inscripción.  La participación global de mujeres aumentó hasta superar las cifras de los hombres en tres de los diez departamentos, y hacia el final del período de inscripción llegó al 48,97% del total de personas inscriptas.  Se aceptó el inscripción como una obligación cívica, y también como excelente oportunidad para entregar a los ciudadanos habilitados un importante documento de identificación.  

A mediados de octubre habían comenzado las tres etapas del proceso automatizado de inscripción:  el proceso de comparación de huellas digitales iniciado en Haití a fines de julio había dado lugar a la tramitación de más de 2,4 millones de expedientes.  Comenzó la producción y distribución de los documentos de identificación, una vez aprobado su diseño por parte del CEP.  El proceso de entrega al electorado tuvo comienzo en forma gradual, sin publicidad, el 26 de septiembre, para poder evaluar el método de distribución.  A principios de octubre se habían entregado a la OEA en Haití aproximadamente 500.000 carnés.  Los planes incluyen una distribución masiva de los mismos a lo largo de un mes, al finalizar la inscripción, mediante la utilización de los servicios de los 2.000 funcionarios inscriptores.  Se programaba una campaña de información pública que acompañara el proceso de distribución en masa.  

Pese a las continuas dificultades, la comunidad internacional siguió procurando apoyo para el proceso electoral haitiano, en el que dio muestras de vivo interés.  A principios de octubre, el déficit del presupuesto para las elecciones, que en cierto momento había llegado a US$22 millones, se redujo a una cifra próxima a los US$4 millones.  Uno de los puntos destacados de la Conferencia de donantes realizada en Montreal en junio fue el de las elecciones, cuyo debate incluyó la participación activa del CEP y de las entidades que proporcionan asistencia técnica al Consejo.  En ese período diversos organismos internacionales comenzaron a llegar al país para evaluar la posibilidad de establecer una presencia de observación de las elecciones o establecer estructuras de observación a largo plazo.  En este contexto la Misión Especial de la OEA proporcionó asistencia e información técnicas sobre la situación política y electoral de Haití a consultores que trabajan con la Misión Canadiense Internacional de Evaluación Electoral en Haití y otras misiones de observación, como la de IFES.  

A mediados de septiembre tanto el Secretario General como el Secretario General Adjunto de la OEA asistieron en Nueva York a dos importantes reuniones sobre la presencia de la comunidad internacional en Haití.  En la primera estuvieron presentes el Secretario General Insulza, siendo la anfitriona la Secretaria de Estado de los Estados Unidos, Dra. Condoleezza Rice, el 14 de septiembre.  Participaron los Ministros de Relaciones Exteriores de varios de los principales países que respaldan a los procesos de democratización y estabilización de Haití y varios altos funcionarios de la OEA.  En la reunión se analizó el respaldo dado por la comunidad internacional a las elecciones, la seguridad y la estabilización a largo plazo en Haití.  Se reconoció el hecho de que pese a las continuas dificultades existentes, en los últimos meses la situación de seguridad había mejorado.  El Secretario General de la OEA y el Representante Especial de las Naciones Unidas en Haití coincidieron en que ambas instituciones debían preparar una lista de diez puntos de acción para hacer avanzar el proceso electoral (véase el anexo 1).

Varios Ministros de Relaciones Exteriores subrayaron la importancia de realizar inmediatos preparativos para respaldar el período de estabilización postelectoral en Haití.  La Dra. Rice señaló que la OEA podría encabezar un “llamamiento de emergencia” tendiente a obtener financiamiento para esa próxima fase, que será esencial.

En la reunión ministerial del Grupo Básico para Haití, realizada el 17 de septiembre, se amplió la gama de participantes, en la que figuraron nueve países, la CARICOM, la Unión Europea, el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, y, notablemente, el Gobierno de Haití, encabezado por el Primer Ministro Latortue.  Representó a la OEA su Secretario General Adjunto, Albert Ramdin.  En la reunión el Primer Ministro haitiano expresó su apoyo a los diez “puntos de acción” referentes al proceso electoral y se comprometió a realizar el seguimiento de sus resultados con las autoridades electorales haitianas.  También subrayó la importancia de un apropiado plan de desarrollo e hizo un llamamiento a los países participantes para que “repensaran el desarrollo” en el país.  

El Secretario General Adjunto señaló que la OEA esperaba que las autoridades electorales haitianas asumieran sus responsabilidades y conforme a ellas procedieran en forma más enérgica y oportuna.  Análogamente instó al Gobierno provisional de Haití a hacer todo lo que estuviera a su alcance para respaldar el proceso electoral y, en especial, garantizar un entorno electoral adecuado, lo que comprendería, como mínimo, la creación de un entorno de seguridad y condiciones para un proceso abierto, inclusivo y participatorio.

Situación global:
Actividad política
Durante la visita que realizó a Haití entre el 5 y el 7 de julio, el Secretario General de la OEA se reunió con representantes de 19 diferentes partidos políticos para conocer sus preocupaciones sobre el proceso electoral e instar a las partes a movilizar a sus adherentes para que participaran en las elecciones.  

Semanas después diferentes sectores del partido Fanmi Lavalas decidieron participar en las elecciones, lo que provocó una escisión en el partido, que se dividió en varias fracciones.  Finalmente, René García Preval anunció su candidatura independiente, el 1 de septiembre, y más tarde hizo saber que se postularía con el apoyo de ex miembros moderados del Gobierno de Aristide y organizaciones campesinas, incluidos disidentes de Lavalas, KOREGA (Kodinasyon Resistans Grand Anse) y la Confederación Nacional de Campesinos Agrícolas, constituyendo así la denominada Plateforme de L’Espoir (Plataforma de la Esperanza).  Tras la decisión de último minuto de registrar a Fanmi Lavalas, una combinación sin precedentes de moderados entre los que se contaban Gerard Gilles y Rudy Hérivaux y la Comisión de 19 representantes de la “línea dura” anunció el 5 de septiembre que el sacerdote preso Gerard Jean-Juste sería el candidato del partido.  No obstante, cuando se hizo evidente que por razones técnicas las autoridades electorales no autorizarían la candidatura de Jean-Juste, Fanmi Lavalas formó una alianza, Union pour Haïti, con Marc Bazin, de MIDH, ex Primer Ministro del Gobierno de Raoul Cedras, como candidato presidencial.  Bazin había venido realizando durante varios meses llamamientos a favor de la inclusión de Lavalas en el proceso electoral y de transición, y la amnistía de personas acusadas de delitos políticos bajo gobiernos anteriores.  

El ex Secretario de Estado de Asuntos Sociales de Lavalas, Pierre Richard Pierre, formó un nuevo partido, PONT (Pou Nou Tous), con el ex Primer Ministro de Aristide, Jean-Marie Cherestal, como candidato presidencial.  La Corte Suprema revocó el rechazo dispuesto por el CEP de las credenciales de Cherestal, pero a la fecha en que esto se escribe no resulta claro si Cherestal figuraría en la lista de candidatos presidenciales.  Al mismo tiempo, en las zonas populares de Puerto Príncipe hubo cierta preocupación ante el rechazo de la inscripción del Padre Gerard Jean-Juste como candidato de Lavalas; algunos grupos dijeron que no votarían por otro candidato.  

A mediados de septiembre el CEP anunció su lista provisional de 32 candidatos presidenciales aprobados, incluidos los ex Presidentes Leslie Manigat y René Preval.  Entre los rechazados figuraron Dumarsais Simeus, un empresario que es ciudadano y residente de los Estados Unidos que había celebrado una alianza con Tet Ansamn pou Sovtaj Ayisyen
, encabezada por el ex miembro de Lavalas Dr. Gerard Blot.  La Constitución haitiana establece que todo haitiano que adquiera la ciudadanía de otro país renuncia automáticamente a su nacionalidad haitiana.  La decisión del CEP de rechazar a Simeus fue revocada, sin embargo, por la Corte Suprema.  El problema de Simeus generó un debate acerca de si debía autorizarse la candidatura de otras personas con doble nacionalidad, y promovió la creación, por parte del Gobierno, de una comisión especial, encabezada por el Ministro de Justicia, encargada de establecer si otros candidatos también tenían doble nacionalidad.  

En el período en cuestión se formaron otras alianzas políticas tácticas, incluida la del candidato independiente Charles Henri Baker, el ex Vicepresidente del Grupo de los 184 y KOMBA (Kombit pou Bati Ayiti), partido que representa a la organización campesina Mouvman Peyizan Papaye, el más viejo y destacado movimiento campesino del país, encabezado por Chavannes Jean Baptiste.  El Partido Popular de Renovación Haitiana (PPRH - Parti Populaire du Renouveau Haïtien), que es en sí mismo un nuevo partido y el resultado de la fusión de Generation 2004, el Parti Liberal Social Haitien, y la Konfederasyon Inite Demokratik (KID) de Evans Paul, también formaron la Alyans Democratik para las elecciones.  

El 14 de junio, 17 de los principales partidos, incluido Fanmi Lavalas, suscribieron un Código de Conducta Electoral, comprometiéndose a abstenerse de la violencia y respetar democráticamente a los otros partidos.  Ello fue seguido por un Pacto de Gobernanza y Estabilidad, cuyos signatarios se comprometieron a respetar los resultados de las elecciones y conceder representatividad oficial a la oposición.  El Pacto fue suscrito por 12 partidos, incluido Fanmi Lavalas, el 27 de septiembre.  

Situación de seguridad

A lo largo de todo el mes de junio el Gobierno Provisional se vio sujeto a intensas presiones provenientes del sector de las empresas y los partidos políticos para que adoptara medidas enérgicas tendientes a hacer frente al problema de los secuestros y otros delitos violentos, que se originaban en los barrios populares e invadían otras zonas anteriormente en calma.  A través de la resolución 1608, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas reforzó el mandato de la MINUSTAH, autorizó la adopción de medidas más enérgicas para hacer frente a las bandas criminales, y el Gobierno designó a un nuevo Ministro de Justicia y Seguridad Pública y a un nuevo Director General de la Policía, quienes se comprometieron a priorizar la creación de un entorno estable para las elecciones.  El asesor técnico de la OEA para el Director General de la PNH logró establecer un vínculo esencial de continuidad entre el ex director y su sucesor, quien aportó sus más de dos años de experiencia como asesor de ex directores.  En el mismo proceso de renovación del Gabinete el Gobierno designó a un nuevo Ministro del Interior, Paul Gustave Magloire, un nuevo Secretario de Estado de Seguridad, David Bazile, y un nuevo Ministro de Asuntos Sociales, Franck Charles, vinculado con Lavalas, cuya designación, según se afirma, fue el resultado de negociaciones con el sector moderado de Lavalas.  

Cinco personas murieron y cuatro oficiales de Policía resultaron heridos en un atentado incendiario realizado en el mercado céntrico de Tête Boeuf.  La violencia con uso de armas de fuego en los barrios de tugurios y vecindarios populares siguió causando muchas víctimas civiles; la ONG Médecins sans Frontières informó en junio que su clínica de Puerto Príncipe asistías a entre 20 y 50 personas por semana, incluida una alta proporción de mujeres y niños, por heridas de armas de fuego.  Ante esa situación, a fines de junio la Comisión Interamericana de Derechos Humanos emitió un comunicado de prensa en que expresaba su preocupación, y un mes más tarde, en otro comunicado de prensa, instó al Gobierno a adoptar medidas inmediatas para sofocar la violencia.  

A partir de julio la situación de seguridad mejoró en forma importante.  El fallecimiento de dos líderes de bandas, Dread Wilme y Emmanuel Coriolan (Dom Laj) en operaciones de la MINUSTAH en Cité Soleil y la zona baja de Delmas a principios de julio provocaron la disminución de la violencia.  No obstante, la sociedad haitiana se vio conmovida por el asesinato, a mediados de julio, del periodista y poeta Jacques Roches, miembro de la organización ”Grupo de los 184”.  Roches había sido secuestrado el 10 de julio, y según la Policía sus secuestradores recién lo ejecutaron al reconocerlo e identificarlo con la oposición a Aristide.  El Padre Gerard Jean-Juste, vinculado con Aristide, fue arrestado en el funeral de Jacques Roches, y más tarde acusado de ser el autor intelectual del asesinato.  

Los secuestros prosiguieron, pero tendieron a disminuir, según información proporcionada por la PNH.  A lo largo de los meses de julio, agosto y septiembre hubo 140 secuestros:  55, 44 y 41 casos, respectivamente.  La PNH reaccionó reforzando su unidad antisecuestros.  El asesor técnico de la OEA para el Director General de la Policía ayudó a la PNH a elaborar una estrategia antisecuestros y a preparar un plan de acción para hacer frente a esos delitos y a los robos de vehículos.  La estrategia, que se basa en el establecimiento de puntos de control en lugares de ingreso a sitios conocidos como refugio de bandas de secuestradores y ladrones de autos, se está aplicando en toda la capital con respaldo de tropas de la MINUSTAH.  El asesor técnico de la OEA para el Director General de la PNH también está asesorando al Gabinete del Director General y a los miembros del Consejo de Notables sobre la creación de un plan nacional general de seguridad.  

La PNH también realizó nuevas designaciones tras una renovación del gabinete, en junio.  Gessy Coicou, ex Comisionado de división, fue designado Inspector General en Jefe y Director de la Unidad de Inteligencia, y el ex Inspector General Michael Lucius fue designado como Director de la Policía Judicial.  A fines de julio causó satisfacción en varios sectores la designación como nuevo Director General de la PNH de Mario Andresol, quien prometió combatir el delito y crear un clima electoral estable.  Andresol, Director de la Policía en el Gobierno anterior, que había adquirido  notoriedad por su posición principista en la lucha contra el narcotráfico, había sido sometido a aislamiento por el Gobierno de Aristide por supuesta conspiración contra la seguridad del Estado.  

La PNH también tomó medidas tendientes a arrestar y destituir a oficiales de Policía implicados en delitos.  Al igual que en el pasado, la OEA recordó a la PNH las normas de procedimiento que deben observarse en casos de ese tipo.  En junio y julio fueron arrestados no menos de siete oficiales de Policía, incluidos el Inspector de la estación de policía 62 de Delmas y dos comisionados, implicados en actividades de grupos de secuestradores y otras bandas delictivas urbanas.  El Inspector escapó a sus custodios días después de su arresto, con la supuesta complicidad de otros oficiales.  Más tarde -- el 15 de septiembre -- fue recapturado en Camp Perrin, Departamento del Sur, 

La Inspección General de la PNH también adoptó medidas tendientes a investigar la ejecución, en pleno día, de no menos de nueve jóvenes en un partido de fútbol realizado el 20 de agosto en Grande Ravine, Martissant (véase infra).  Varios oficiales de Policía siguen siendo investigados por estos hechos.  

El 23 de septiembre 778 nuevos miembros de la PNH se graduaron en la decimoséptima promoción de la Academia de Policía, con lo cual el número de miembros de esa fuerza aumentó en alrededor de un 15%.  El Equipo de Selección de la OEA tomó parte en el proceso de selección y realización de entrevistas a los graduados --cuya instrucción comenzó en mayo de 2005-- y sigue respaldando el plan de desarrollo estratégico de la PNH consistente en incrementar el personal de 5.000 a 10.000 efectivos, y está ayudando a establecer oficinas permanentes de reclutamiento y oficinas regionales en los departamentos.  El equipo ayuda a la PNH a través de una campaña de reclutamiento en todo el país, que comprenderá el inscripción de todos los candidatos, exámenes académicos, pruebas de aptitud física, exámenes médicos y entrevistas.  Se espera que esa campaña permita crear una base de datos de aspirantes en los próximos 12 meses.  El Equipo de Selección de la OEA dejará de funcionar en diciembre de 2005, en virtud de la resolución 1608 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que transfiere a la MINUSTAH la labor de selección de miembros de la PNH.  

Siguió preocupando a la Misión Especial de la OEA la situación de superpoblación den las celdas policiales y en las cárceles, fenómeno que obedece en parte a que el período de privación de libertad a la espera del juicio es excesivamente largo, pero también a problemas infraestructurales.  La Penitenciaría Nacional de Puerto Príncipe aloja actualmente a 1.600 presos, pero la capacidad del edificio es muy inferior.  El asesor técnico de la OEA para el Director General de la PNH asesoró al nuevo Director General sobre las posibles consecuencias de la superpoblación carcelaria y lo está ayudando a elaborar una estrategia tendiente a mejorar aliviar ese problema.  La Misión Especial dialogó con la Administración Penitenciaria Nacional y con la Cruz Roja Internacional para mejorar las condiciones de detención.  Además financió reparaciones de los servicios sanitarios de la cárcel de Jacmel, proyecto que se está llevando a cabo y contribuirá a mejorar las condiciones de los presos.  

Justicia

A mediados de junio el Gobierno aceptó la renuncia del Ministro de Justicia y Seguridad, Bernard Gousse, quien fue sustituido por Henri Marge Dorleans, ex asesor jurídico del Presidente Boniface Alexandre.  Dorleans señaló que sus prioridades eran reducir el prolongado período de detención a la espera del juicio y reorganizar el Ministerio de Justicia para reforzar la independencia del Poder Judicial.  Durante su visita a Haití en julio el Secretario General de la OEA analizó con el Ministro de Justicia el problema de la prolongada privación de libertad a la espera del juicio y ofreció la colaboración de la OEA para solucionarlo.  A principios de julio el Ministro visitó la Penitenciaría Nacional y adoptó medidas iniciales tendientes a elaborar un plan a esos efectos.  Se creó una Comisión Ministerial para atender el problema, y en septiembre se llevó a cabo una serie de audiencias especiales en la Penitenciaría Nacional y en el Palais de Justice, procurando acelerar la tramitación de ciertos casos, pero la Misión de la OEA notó que la mayoría de los casos considerados en esas audiencias no eran penales, a diferencia de la mayoría de los casos con más prolongada privación de libertad a la espera del juicio.  La OEA está estudiando la solicitud formulada por el Ministerio de Justicia de que se envíe a un oficial a Canadá para observar el funcionamiento del tribunal que se pronuncia sobre la legalidad de las detenciones.  

El tema de la legalidad de las detenciones se planteó en un contexto de derechos humanos en un debate público --financiado por la Misión Especial de la OEA y organizado por el Comité de Abogados para el Respeto de las Libertades Individuales (CARLI)-- sobre el procedimiento de habeas corpus que tuvo lugar el 26 de agosto, y al que asistieron especialistas en derechos humanos, abogados y público en general.  

La Misión Especial de la OEA accedió también a financiar la creación de un Centro de Documentación en el Ministerio de Justicia, y dialogó con funcionarios ministeriales sobre las modalidades de realización de esa medida.  La Misión proporcionará el mobiliario y equipo del centro, y se comprometió a facilitar contactos con el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), con sede en Chile, para que funcionarios ministeriales haitianos puedan aprovechar la experiencia técnica del CEJA en materia de documentación judicial.  

El 6 de julio el Secretario General Adjunto de la OEA, Albert Ramdin, se reunió en el Anexo de la Penitenciaría General, en Puerto Príncipe, con el ex Primer Ministro Yvon Neptune, quien le expresó su convicción de que estaba siendo víctima de persecución política.  El Embajador Ramdin le aseguró que la OEA seguiría realizando el seguimiento de su proceso penal y plantearía al Gobierno las preocupaciones de la OEA al respecto.  

El 14 de septiembre el magistrado de instrucción que se ocupa del caso de La Scièrie dictó una orden por la que se somete a juicio penal sin jurado al ex Primer Ministro Yvon Neptune y a otras 29 personas, incluidos el ex Ministro del Interior Jocelerme Privert y el ex Ministro de Justicia Calixte Delatour, quienes serán juzgados por imputaciones de masacre, asesinato, ataques incendiarios de viviendas y vehículos, violaciones y agresiones físicas.  Otras 34 personas, incluido el ex Presidente Aristide, originalmente imputado, fueron absueltos.  La sección de Justicia de la Misión de la OEA llevó a cabo un análisis jurídico de dicha orden judicial, y dejó constancia de falta de rigor jurídico y numerosos errores de derecho que presenta.  La decisión de incoar un juicio sin jurado en el caso también es cuestionable, ya que el artículo 50 de la Constitución haitiana establece que los delitos políticamente motivados y los crimes de sang, sólo pueden ser juzgados por jurado.  Los cargos formulados en el caso La Scièrie son de ambos tipos.  La sección de Justicia de la Misión Especial también señaló que la orden de iniciación de un juicio no fue notificada oportunamente a los inculpados ni a sus abogados, lo que constituye otro grave vicio procesal.  

También se detectaron irregularidades en el arresto y detención del Padre Gerard Jean-Juste, detenido sin orden de arresto el 21 de julio en el funeral del periodista Jacques Roche, sin que se le formularan cargos al llevarse a cabo la detención.  Posteriormente las autoridades adujeron como causa del arresto que Jean-Juste era el autor intelectual de un secuestro y asesinato perpetrados el 10 de julio y días subsiguientes, estando el Padre Jean-Juste fuera del país (regresó a Haití, desde los Estados Unidos, el 14 de julio).  Si bien la Policía procuró arrestar a los responsables directos de ambos delitos, existen serias dudas sobre el procedimiento seguido en ese caso para establecer un vínculo entre los asesinos de Jacques Roche y el Padre Jean-Juste.  

Finalmente, dos personas acusadas de participar en los asesinatos de adherentes de Aristide durante el régimen militar de facto, entre 1991 y 1994, Joannis Jackson y Louis Jodel Chamblain, fueron liberados en junio y agosto, respectivamente.  Ambos fueron absueltos en abril de 2004 de los cargos referentes al asesinato, cometido en 1993, de Antoine Izméry, persona vinculada con Aristide.  Ulteriormente Jackson apeló la sentencia por la que había sido enjuiciado por imputaciones relacionadas con el asesinato, en 1994, de Jean-Marie Vincent, vinculado con Aristide.  Fue liberado en junio.  Chamblain, condenado en rebeldía a través de un juicio sin jurado por su participación en la masacre de Raboteau, en 1994, fue liberado el 2 de agosto.  Su abogado sostuvo que la sentencia dictada el 3 de mayo por la Corte Suprema (Cour de Cassation), que anuló las sentencias de condena dictadas por los hechos de Raboteau en virtud de un juicio por jurado era aplicable al juicio de Chamblain, aunque su cliente no apeló el veredicto ni fue juzgado en juicio por jurado.  Sobre esa base, el tribunal de primera instancia de Gonaïves dispuso la liberación de Chamblain el 9 de mayo, pero esa orden recién se cumplió el 11 de agosto, debido a la controversia política que rodeaba al caso.  

Derechos humanos
La situación de los derechos humanos siguió siendo crítica a lo largo de todo el período que se examina.  Organizaciones internacionales y nacionales de derechos humanos llamaron la atención del Gobierno y de la MINUSTAH sobre el gran número de víctimas civiles en operaciones realizadas en zonas controladas por bandas de delincuentes.  El Comité de Abogados para el Respeto de las Libertades Individuales (CARLI) también hizo un llamamiento a la MINUSTAH para que realizara una investigación sobre las muertes de civiles ocurridas en una operación en Cité Soleil, el 6 de julio, en que según se afirma murió Dread Wilme, jefe de una banda.  Organizaciones de derechos humanos también denunciaron, el 10 de agosto, la incursión de la PNH en Bel Air, en que según se afirma cinco civiles, incluida una mujer embarazada, fueron víctimas de un tiroteo indiscriminado.  

No obstante, la más flagrante y grave violación de derechos humanos de todo el período fue la ejecución, a plena luz del día, el 20 de agosto, en un partido de fútbol en la zona de Martissant, Puerto Príncipe, de no menos de nueve jóvenes que según se afirma fueron identificados como delincuentes por informantes policiales, y muertas a machetazos frente a miles de testigos.  Otras seis o más personas fueron baleadas o heridas a machetazos, sin que perdieran la vida.  Organizaciones de derechos humanos internacionales y haitianas han denunciado el caso al Relator Especial de las Naciones Unidas sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias.  

La Red Nacional de Defensa de los Derechos Humanos también acusó a las autoridades policiales de trato cruel e inhumano, en especial el apaleamiento y las torturas de detenidos en la Estación Policial de Carrefour, suburbio de Puerto Príncipe.  La Misión Especial observó también casos de trato cruel de detenidos en Cap Haïtien, pero tomó nota de que las autoridades policiales adoptaron medidas serias para investigar los hechos y sancionar a los responsables.  

La Misión Especial realizó el seguimiento de algunos de los casos polémicos y políticos más destacados, incluida la detención del ex Primer Ministro Yvon Neptune y del Padre Gerard Jean-Juste.  La Misión realizó visitas de carácter humanitario para evaluar las condiciones de detención y de salud de ambas personas, considerándolas aceptables.  

A fin de fortalecer a las organizaciones de derechos humanos locales, la Misión Especial de la OEA apoyó una vista de campo a Haití de juristas de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre el 10 y el 16 de julio.  En el curso de esa visita se realizaron cursillos de capacitación técnica con ONG haitianas sobre la manera de presentar casos a la Comisión.  La CIDH también se reunió con el Gobierno y con entidades de derechos humanos para reunir información sobre la situación de los derechos humanos.  Ulteriormente, algunas organizaciones de derechos humanos haitianas formularon peticiones a la CIDH.

En una labor adicional con organizaciones de derechos humanos haitianas, la Misión Especial de la OEA financió seminarios organizados por la Comisión Episcopal de Justicia y Paz.  A lo largo de todo el período que se examina, la Comisión capacitó a inspectores rurales en los Departamentos de Grande Anse, la Llanura Central, el Nordeste, el Sur y el Sureste, sobre Derechos humanos y sociedad y Derechos humanos y la economía en Haití.  La Misión también trabajó conjuntamente con la Defensoría del Pueblo en materia de Derechos Humanos, financiando el salario de un consultor asignado a esa oficina.  

Con respecto a la promoción de los derechos de la mujer, la sección de derechos humanos de la Misión Especial de la OEA trabajó junto con el Movimiento de Mujeres Haitianas para la Educación y del Desarrollo (MOUFHED) en la organización de un seminario sobre la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, tratado ratificado por Haití.  Participaron alrededor de 200 delegados que representaron al Gobierno, a ONG y a universidades.  El seminario puso en marcha una campaña de concienciación pública sobre la Convención.  La Misión Especial de la OEA respaldó también la publicación en créole del periódico Ayiti Fanm, revista en que se analizan temas relacionados con los derechos de la mujer y cuestiones de género.  

En la esfera de los derechos del niño, la UNICEF denunció la explotación de niños por parte de bandas de delincuentes, que se valen de ellos como cómplices en delitos, inclusive secuestros.  La Misión Especial de la OEA financió un debate en panel organizado por CARLI el 24 de junio, sobre delincuencia juvenil y su impacto en la sociedad haitiana, para instar a los participantes a buscar soluciones al problema de la explotación de menores.  Actualmente la Misión está trabajando con la UNICEF, la MINUSTAH, la Organización Internacional para las Migraciones y entidades haitianas en un proyecto tendiente a procurar que los partidos políticos incluyan en sus programas el respeto de los derechos del niño.  

Evolución socioeconómica

El Marco de Cooperación Provisional cobró nuevo impulso en virtud de una reunión de donantes realizada en Montreal a mediados de junio; los donantes se comprometieron a apoyar proyectos más allá del 30 de septiembre de 2006, reasignando US$30 millones para proyectos sociales urgentes en materia de suministro de agua y electricidad y educación.  A fines de julio el Banco Mundial aprobó una donación de US$38 millones para 1.300 proyectos de desarrollo de pequeña escala orientados por las comunidades en más de 50 municipalidades tomadas como objetivo.  Sin embargo, el monto desembolsado por los donantes no llega a US$500 millones, de los US$1.300 millones prometidos en Washington en julio de 2004.  Se preveía que la reunión de los donantes prevista en Bruselas para el 21 –21 de octubre—representaría un avance significativo adicional para la ejecución de proyectos del Marco de Cooperación Provisional.  

En un informe formulado en junio por la Plataforma Nacional de Seguridad Alimentaria, grupo de organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales, se llama la atención sobre la disminución de la producción de alimentos, que satisfacen tan sólo la mitad de la demanda interna, y sobre el hecho de que el país se basa cada vez más en exportaciones de alimentos y ayuda alimentaria.  Es indudable que el aumento de los precios internacionales del petróleo, que ha provocado una serie de incrementos de los precios del transporte, ha agravado la situación de los pobres de Haití, ya que ha afectado manifiestamente a los precios de los alimentos, dando lugar en Puerto Príncipe a manifestaciones en que se exige al Gobierno que atienda el problema de la inflación y su impacto sobre los pobres.  

En los dos debates organizados por el Comité de Abogados para el Respeto de las Libertades Individuales (CARLI) que tuvieron lugar los días 29 de julio y 23 de septiembre, financiados y facilitados por la Misión Especial de la OEA, se plantearon temas vitales en materia de alimentos, alojamiento y asistencia sanitaria.  En los debates mensuales en panel participaron especialistas haitianos que analizaron en primer lugar el derecho de acceso a la asistencia sanitaria y luego ampliaron las deliberaciones en forma de examinar derechos económicos, sociales y culturales.  Asistieron a ambas actividades periodistas, estudiantes y público en general.  

Un año después del desastre provocado por el huracán Jeanne, que devastó la zona de Gonaïves, inundaciones causaron la muerte de seis personas en Saint Marc, y un alud mató a otras diez a fines de agosto en la zona de Rivière Froide, en Carrefour, Puerto Príncipe.  El Banco Interamericano de Desarrollo aprobó un préstamo por US$5 millones, tendiente a establecer un sistema de alerta frente a inundaciones y el PNUD y Haití suscribieron un acuerdo mutuo por el que se destinaron US$1.400.000 para un programa ambiental.  

El 6 de octubre el Ministerio de Relaciones Exteriores haitiano, con apoyo de la Fundación Panamericana de Desarrollo, organizó  un seminario sobre desarrollo económico en las zonas fronterizas de Haití y la República Dominicana, en que participaron ONG locales establecidas en la zona de frontera, cámaras de comercio locales, bancos, autoridades locales, estudiantes, organizaciones de derechos humanos y representantes de Haití y la República Dominicana ante la OEA.  El Embajador Denneth Modeste, Representante Especial de la Secretaría General de la OEA en Haití, instó a los participantes a identificar oportunidades conducentes al desarrollo de las zonas de frontera de ambos países.  

Conclusiones:

Los preparativos para las elecciones de 2005 se encuentran ahora en su etapa más crítica, y no debe perderse esta última oportunidad de hacer efectiva la transición a un Gobierno electo.  La OEA y las Naciones Unidas, en estrecha relación con autoridades electorales haitianas que operan sobre el terreno, ya han identificado diez puntos esenciales para la acción, tendientes a garantizar el proceso electoral.  Por lo tanto el Secretario General insta a todas las partes interesadas a hacer efectivos sus compromisos en cuanto a la ejecución de los diez puntos de acción que permitan el avance del proceso.  El Secretario General felicita al Gobierno Provisional y a las autoridades electorales haitianas por sus esfuerzos tendientes a establecer una nueva estructura de gestión para el Consejo Electoral Provisional.  No obstante, falta realizar otras tareas esenciales, como el establecimiento de un calendario electoral definitivo y la identificación de todos los centros de votación y circuitos electorales.  Si esa labor no se cumple, las elecciones podrían perder toda credibilidad, desalentando gravemente a los votantes.  

En la resolución AG/RES. 2147 de la Asamblea General de la OEA, del 7 de junio de 2005, se subraya la “importancia de los esfuerzos realizados por el Gobierno de transición con miras a desarraigar la violencia y a hacer frente firmemente a los grupos ilegales armados … con pleno respeto por los derechos constitucionales y humanos de todos los haitianos…” y se insta a profesionalizar la Policía Nacional de Haití.  La Secretaría General reconoce el hecho de que la PNH no posee toda la capacidad necesaria para capturar delincuentes, neutralizar amenazas a la seguridad nacional y mantener la seguridad pública en Haití.  El uso excesivo de la fuerza para lograr esos objetivos no contribuye a promover la paz y la estabilidad.  Es preciso identificar y sancionar a los oficiales de la PNH responsables de actividades ilegales y de un comportamiento no profesional, a falta de lo cual la institución perderá la confianza pública recientemente lograda.  El Gobierno Provisional debe respetar las obligaciones internas e internacionales del Estado en materia de derechos humanos, ya que el respeto de los derechos humanos es vital para la creación de un clima conducente a adecuadas elecciones.  

Ahora la comunidad internacional debe comenzar a transferir paulatinamente su atención a la aplicación de una estrategia unificada de estabilización postelectoral, que debe estar en consonancia con el Marco de Cooperación Provisional, logrando así que el Estado haitiano forme parte de la estructura y contribuya a la aplicación de la estrategia, a través de la cual se debe procurar una asociación óptima con las autoridades haitianas y el fortalecimiento de las autoridades nacionales en todos los niveles.  

La OEA debe ahora aprovechar los logros alcanzados y la infraestructura establecida en la campaña de inscripción cívica para seguir brindando apoyo técnico al CEP y a otras instituciones del Estado a fin de crear un Registro Civil Nacional, iniciativa que puede llevarse adelante en colaboración y asociación con otros organismos del sistema interamericano.  

Es indispensable la capacitación para el eficiente funcionamiento del Poder Legislativo nacional y de las instituciones municipales y locales.  En el marco del mandato de la Misión tendiente al fortalecimiento de la democracia en Haití, la OEA puede llevar adelante, con las autoridades haitianas, un programa de capacitación para miembros y oficiales de esas instituciones esenciales en una gama de ámbitos, tales como procedimiento parlamentario, función del Parlamento y de las autoridades municipales en el proceso político, papel de la oposición en la adecuada gestión de los asuntos públicos, supervisión parlamentaria del gasto público y relaciones entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo.  

La OEA es el principal instrumento hemisférico para la adopción de medidas colectivas de promoción y defensa de la democracia, pero la Organización tiene presente que la democracia y el desarrollo económico están interconectados y se refuerzan mutuamente.  Como las condiciones sociales y económicas insatisfactorias contribuyen enormemente a promover la inestabilidad política de Haití, los Estados miembros de la OEA deberían cumplir un papel más decisivo como instrumentos que faciliten el desarrollo socioeconómico en ámbitos esenciales, como alfabetización y potenciación económica del enorme sector informal del país.  

Anexo 1

10 PUNTOS CLAVE PARA MANTENER EN SU CAUCE EL PROCESO ELECTORAL EN HAITÍ:
Marco cronológico:  17 de septiembre a 30 de septiembre de 2005

Prioridades institucionales:
Para cumplir las urgentes tareas necesarias para lograr la realización de elecciones en el presente año es imperioso reforzar la capacidad del Consejo Electoral Provisional (CEP).

1.
Proporcionar al CEP una eficaz estructura ejecutiva que garantice pronta y adecuada capacidad de adopción de decisiones.

2.
Realizar un examen urgente del personal profesional del CEP y reforzar y completar la dotación de personal y la estructura institucional del Consejo (TI, operaciones, capacitación, logística, administración).

3.
Completar la descentralización de la estructura del CEP en el país:

· BED (Oficinas Electorales Departamentales) – equiparlas, terminar de dotarlas de personal (personal de apoyo).

· BEC (Oficinas Electorales Comunales) – dotarlas de personal e instalarlas y equiparlas.

· Contratar, capacitar y distribuir abogados para las BCED (Oficinas Departamentales de Recursos Jurídicos) y las BCEC (Oficinas Comunales de Recursos Jurídicos).

4.
Integrar las estructuras de inscripción cívica y electorales (tema relacionado con el punto No. 3):

· Contratar personal inscriptor de campo (supervisores y operadores) para operaciones electorales en las BED, las BEC y los centros de votación, para las venideras elecciones.

· Utilizar la infraestructura física existente para las BEC (oficinas inscriptoras permanentes); designar otras oficinas inscriptoras para centros de votación, y depósitos de material para las elecciones.

Prioridades de preparación electoral:
Como garantía de que las elecciones se realicen según lo previsto es imperioso completar las siguientes tareas en el curso del mes.

5.
Confirmar el calendario electoral definitivo y completar un cronograma de trabajo detallado.

6.
Convocar formalmente las elecciones sobre esa base.

7.
Publicar la lista provisional de candidatos presidenciales y legislativos; comenzar y terminar el proceso de registro de candidatos para cargos locales y municipales.

8.
Realizar un examen definitivo de la legislación electoral e incluir las siguientes enmiendas:

· Abreviar los plazos asignados para los recursos legales, disponiendo que se cuenten en días calendario y no en días hábiles, para conceder tiempo suficiente para la impresión de hojas de votación entre la primera y la segunda ronda de elecciones legislativas y presidenciales.

· Permitir que los candidatos a elecciones locales se registren en el CEP o en sus BED locales hasta que se instalen BEC.
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9.
Identificar todos los centros y mesas de votación, y proporcionar la lista de los mismos al personal de todos los centros de inscripción, para dar a conocer a los ciudadanos los lugares en que les corresponde votar cuando van a retirar sus credenciales cívicas.

10.
Sancionar el decreto sobre recursos para el financiamiento de campañas públicas e identificar los recursos respectivos; establecer los procedimientos de verificación de las solicitudes de financiamiento.

Otros asuntos urgentes:

El CEP debería:  

· Establecer una eficaz estrategia de comunicaciones para que mantener continuamente informado al público sobre la evolución del proceso electoral (conferencias de prensa semanales, etc.).

· Poner de inmediato en funcionamiento el “Comité de Seguimiento” propuesto, formado por representantes del CEP, la MINUSTAH, la OEA y la OIF, para el control de los preparativos electorales.

· Celebrar reuniones semanales de información con partidos políticos y entidades de la sociedad civil.
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